CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA – SUBSECCIÓN B
Consejera Ponente: RUTH STELLA CORREA PALACIO

Bogotá, veintiocho (28) de mayo de dos mil doce (2012)
Radicación número: 18001-23-31-000-1997-00960-01 (23168)

Actor: MAURA BALLEN ROMERO Y OTROS  

Demandado: DEPARTAMENTO DEL CAQUETÁ Y OTROS. 

Asunto: Acción de reparación directa

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte actora, en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Caquetá, el 9 de Mayo de 2002, mediante la cual se negaron las súplicas de la demanda; la cual será revocada.

I. ANTECEDENTES

1. Las pretensiones

Mediante escrito presentado el 30 de enero de 1997, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de reparación directa establecida en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, la señora Maura Ballén Romero quien actúa en nombre propio y en representación de sus hijos Claudia Milena, Hernán y Carlos Mario Guzmán Ballén; así como de la señora Máxima Chavarro de Guzmán, y Álvaro, Jaime, Primitiva, Hernando, Cecilia, Mercedes, Gilberto y Edelmira Guzmán Chavarro, formularon demanda en contra del Instituto Departamental del Salud del Caquetá, el Departamento del Caquetá, Nación – Ministerio de Defensa Policía Nacional y la Nación – Departamento Administrativo de Seguridad - D.A.S., para que se declarara a las entidades patrimonialmente responsable de los perjuicios que sufrieron como consecuencia de la muerte del señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro fallecido el 20 de junio de 1996 en la  vereda Bolivia, jurisdicción del municipio de Paujil – Caquetá, cuando en ejercicio de sus funciones como conductor del Instituto Departamental de Salud, Transportaba al Gobernador del departamento de Caquetá, quien también resultó muerto. 
A título de indemnización se solicitó en la demanda el pago de las siguientes cantidades: (i) por perjuicios materiales a “los que hubiera lugar” a favor de Maura Ballén Romero; Claudia Milena, Hernán y Carlos Mario Guzmán Ballén y Máxima Chavarro de Guzmán (ii) por perjuicios morales, el equivalente en moneda legal a 2.500 gramos de oro a Maura Ballén Romero; Claudia Milena, Hernán y Carlos Mario Guzmán Ballén y Máxima Chavarro de Guzmán, y para Jaime, Cecilia, mercedes, Gilberto, Edelmira, Hernando y Primitiva Guzmán Chavarro el equivalente a 1.500 gramos de oro para cada uno, por el profundo trauma síquico que les produjo la muerte de un ser querido.

2. Fundamentos de hecho

Los hechos relatados en la demanda son, en resumen, los siguientes: 

(i) El señor Luis Eduardo Guzmán Chavaro se desempeñaba como conductor vinculado al Instituto departamental de Salud de Caquetá desde el 15 de marzo de 1976. El 19 de junio de 1996 le fue informado que al día siguiente debía transporta al Gobernador del Caquetá, doctor Jesús Ángel González Arias, hasta el municipio del Paujil, sin que se le informara que tipo de diligencia realizaría, ni las amenazas que pesaban contra el funcionario que transportaría. 

(ii) Atendiendo las instrucciones, el día 20 de junio de 1996 a la 4:30 a.m. recogió al Gobernador en el vehículo oficial que le asignaron y cuando se dirigían, sin escoltas, al municipio de Paujil fueron asesinados en la vía a la altura del paraje Bolivia, al parecer por miembros de las Farc.

(iii) Ese día el Gobernador, a pesar de las amenazas que pesaban en su contra, viajó sin personal de seguridad y los organismos de seguridad omitieron su obligación para con el Gobernador y el conductor.

(iv) Todo parece indicar que el Gobernador acudía a la vereda Bolivia, jurisdicción del municipio de Paujil, a cumplir una cita con miembros de la Organización guerrillera FARC con el fin de resolver el secuestro del parlamentario caqueteño doctor Rodrigo Hernando Turbay Cote quien se encontraba en poder de esa agrupación insurgente.    

(v) El señor Luis Eduardo Guzmán Chavaro fue asesinado cuando las Farc realizaron un atentado contra el Gobernador del Caquetá quien había sido amenazado de muerte por respaldar las decisiones estatales de que el Caquetá se convirtiera en una zona especial de orden público y que confrontaran a las organizaciones insurgentes que enfrentaban al Estado y a las Organizaciones de control y narcotraficantes que actuaban en la región. 

3. La oposición de la demandada

En el auto admisorio de la demanda, el a quo dispuso su notificación el Instituto Departamental del Salud del Caquetá, al Departamento del Caquetá, a la Nación a través del Ministerio de Defensa Policía Nacional y del Departamento Administrativo de Seguridad - D.A.S. La notificación se llevó a cabo de manera regular y las demandadas dieron respuesta a la demanda, con los siguientes argumentos: 

3.1 El Instituto Departamental de Salud se opuso  a las pretensiones de la demanda; negó su responsabilidad en el presente asunto y propuso las excepciones de falta de causa, ausencia de nexo causal y hecho de un tercero.

Señaló que la hipotética responsabilidad proviene del departamento del Caquetá en cuanto fue el extinto Gobernador quien en uso de su condición de primera autoridad política, ordenó la utilización del vehículo en que ocurrieron los hechos bajo la conducción de un funcionario del Instituto Departamental de Salud de Caquetá, y precisó que no existe nexo casual entre las funciones del Instituto y la muerte del señor Luis Eduardo Guzmán debido a que esta se produjo por la infortunada circunstancia de estar acompañando al Gobernador del departamento  cuando terceras personas atacaron contra éste.

3.2. La Nación a través del Departamento Administrativo de Seguridad – D.A.S. se opuso a las pretensiones de la demanda; negó su responsabilidad en el presente asunto en razón de que la muerte del señor Guzmán no obedeció a un actuar negligente de esa Institución, y precisó que los hechos fueron realizados por grupos de delincuentes armados amparados en el factor sorpresa, lo que hace que los mismos sean impredecibles e irresistibles por su características de incontenibilidad, con lo cual se rompe cualquier sistema de prevención de la fuerza pública.

Señaló que los hechos se dieron por la actuación negligente e imprudente del Gobernador al salir a un encuentro al parecer con unos subversivos para el rescate del parlamentario Turbay Cote, sin permitir que lo acompañaran sus escoltas, ni dar aviso al lugar donde se dirigía, pues el día 20 de junio de 1996 cuando el cuerpo de escoltas lo fue a recoger a su residencia como era rutinario, su esposa manifestó que había salido dos horas antes a ver un ganado, sin especificar el sitio donde presumiblemente se encontraba.

Propuso como causal de exoneración la culpa exclusiva de la víctima debido a que el Gobernador voluntariamente y contrariando las medidas de seguridad, omitió el servicio de escolta llevando a su conductor a una muerte segura. 

3.3. La Nación a través del Ministerio de Defensa Policía Nacional se opuso a las pretensiones y a algunos hechos de la demanda; negó su responsabilidad con fundamento en que operaron las causales eximentes de responsabilidad de hecho de un tercero y culpa exclusiva de la víctima.

Al respecto señaló que el señor Gobernador pese a contar con las debidas medidas de seguridad brindadas por la Policía Nacional decidió no hacer uso de ellas, omitiendo informar a las autoridades del desplazamiento o gestión que iba a realizar; por otro lado, anotó que el señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro no prestaba su servicio a la Policía Nacional, no era ni su conductor ni menos aún miembro de seguridad destinado por la Institución para la protección del dignatario abatido.

3.4. El departamento de Caquetá a través de la gobernación se opuso a las pretensiones y a algunos hechos de la demanda; negó su responsabilidad con fundamento en que no hay nexo de causalidad entre el daño producido y las funciones del departamento en razón de que el conductor muerto no se encontraba prestando funciones inherentes a su cargo, sino que se desplazó en compañía del señor Gobernador cumpliendo un favor que se califica como personal.

 3.5. La Procuraduría Judicial 25 de asuntos Administrativos de Florencia, llamó en garantía al señor Miguel Delio Espinoza Sánchez director del Instituto Departamental de Salud de Caquetá con el objeto de que la jurisdicción se pronuncie sobre la posible conducta gravemente culposa en que incurrió dicho servidor público en los hechos que dieron origen a este proceso, con fundamento en que el señor Guzmán Chavarro fue obligado por la entidad nominadora a realizar una función que no correspondía a su cargo y se le expuso su vida al tener que fungir como conductor del gobernador para trasladarlo a zona roja, sin ser enterado de las amenazas de muerte que pesaban contra éste y sin ninguna medida de seguridad.            

3.6. Mediante auto de 17 de marzo de 1997 el Tribunal  a quo  acepto el llamamiento en garantía hecho al señor Miguel Delio Espinosa Sánchez, quien debidamente notificado se opuso a las pretensiones, a algunos hechos de la demanda y al llamamiento en garantía. 

Señaló en su defensa que no podía desconocer una orden del gobernador en su condición de superior jerárquico, no obstante haber manifestado su disentimiento. Precisó que fue el gobernador quien decidió trasladar  a la víctima a un lugar fuera de la ciudad de Florencia, sin que existiera autorización del inmediato superior del conductor y que este último no se opuso a dicha decisión.

En relación con el llamamiento, señaló que no era procedente en razón de que no obró con culpa grave o dolo, pues la orden dada fue en cumplimiento de la solicitud hecha por le gobernador, y que fue el propio occiso quien sin avisar a su inmediato superior de forma voluntaria decidió trasladar al gobernador fuera del municipio de Florencia, con lo cual se trató de una decisión eminentemente personal.

Resaltó que fue el Gobernador quien escogió el tipo de vehículo y al conductor, y que en otras ocasiones así lo había hecho para realizar diligencias personales lo que evidencia la gran amistad que los unía.

4. La sentencia recurrida

El Tribunal a quo negó las pretensiones de la demanda y para fundamentar su decisión, señaló que  en el presente caso se tipifican las causales de eximentes de responsabilidad de culpa exclusiva de la víctima y de hecho de un tercero.

Manifestó que tal como ocurrieron los hechos estos no pueden imputarse a ninguna de las entidades debido a que fueron cometidos por personas extrañas al servicio de las entidades; anotó que el desplazamiento que hicieron la víctima y el gobernador no se relacionaba con temas de salud pública, pues no contaba con ninguna autorización escrita de su jefe inmediato, aunque si existió una orden verbal al conductor de que trasportara al señor gobernador pero bajo la creencia de que dicha movilización se realizaría en el perímetro urbano de Florencia.

Precisó que el deceso no fue consecuencia de la omisión de protección de las autoridades de seguridad, debido a que como se acreditó en el plenario las víctimas evadieron cualquier tipo de seguridad y ocultaron a las autoridades el motivo del desplazamiento a las afueras de la ciudad de Florencia.

Argumentó que se configura la causal eximente de responsabilidad de culpa exclusiva de la victima, porque el conductor Guzmán Chavarro a sabiendas de que su traslado a otro lugar distinto al municipio requería de una comisión de servicios que debió otorgarle el Director del Instituto Departamental, condujo al gobernador del departamento en el vehículo oficial exponiendo su vida, lo que contribuyó para la que las fuerzas subversivas cumplieran su cometido.

Señaló que en atención a la reglamentación interna del Instituto Departamental de Salud su director incurrió en una falla del servicio al poner a disposición del gobernador a un conductor de la entidad bajo ordenes de éste, para desarrollar un servicio que resultó ajeno al objeto social del Instituto; sin embargo, anotó que no había responsabilidad de dicho ente en el presente asunto, dado que operaron las causales de eximentes de responsabilidad. 

Agregó en relación con el Director del Instituto Departamental de Salud, que si bien incurrió en una falla fue de tipo administrativo, pero de ninguna forma se tipifica en la culpa grave o dolo prevista en el artículo 63 del Código Civil; que además tal responsabilidad no es procedente debido a que se encuentra acreditada la culpa de la víctima y el hecho de un tercero.     

5. Razones de apelación 

5.1. La parte actora solicitó que se revoque la sentencia impugnada  y que se acceda a las pretensiones de la demanda. Fundamentó su inconformidad con el fallo de primera instancia, con los siguientes argumentos:

(i) Que existe suficiente fundamento probatorio para determinar que tanto el Instituto de Salud Departamental como el Departamento del Caquetá son responsable de la muerte del señor Guzmán Chavarro debido a que le ordenaron desarrollar funciones no inherentes a su cargo, omitieron informarle de los peligros a que se exponía al transportar al gobernador a zona rural a reunirse con personas por fuera de la ley, y a exigirle la asistencia a dicho encuentro.

(ii) Que es evidente que el Director del Instituto de Salud Departamental incurrió en una irregularidad pues destinó bienes y personal de dicho Instituto para realizar labores distintas a las que le corresponde, más aun cuando el gobernador tenía sus propios vehículos y personal. Que no es cierta la defensa del llamado en garantía al negar la calidad de subordinado del señor Guzmán Chavarro, cuando advierte que no estaba en la obligación de cumplir la orden del gobernador, , olvidando que éste se le había ordenado la comisión de servicio tal como aparece en el informe patronal de accidentes de trabajo y que la muerte ocurrió en horas laborales cuando transportaba al señor gobernador en cumplimiento de la orden que se le había dado de ponerse a disposición de dicho funcionario; con lo anterior el Director del Instituto expuso al conductor a un riesgo excepcional que no estaba en la obligación de soportar.

(iii) Que desde la óptica del daño especial también proceden los anteriores  argumentos para declarar la responsabilidad del Departamento e Instituto.

(iv) Que debe tenerse en cuenta que esta Corporación ha reconocido la responsabilidad estatal en casos de daños causados por actos terroristas y por tanto en este caso también debe reconocerse, toda vez que la muerte del señor Guzmán Chavarro se produjo como consecuencia del ataque criminal que iba dirigido contra el gobernador del departamento, en unas circunstancias que la víctima era ajena a la intención del grupo insurgente, pues simplemente de forma ocasional en cumplimiento de órdenes laborales ejercía como conductor del vehículo que transportaba al mandatario. 

6. Intervenciones en esta instancia 

Del término concedido en esta instancia para presentar alegaciones hizo uso el llamado en garantía – Miguel Delio Espinosa, quien reiteró los argumentos de la contestación de la demanda en el sentido de que no existió nexo causal entre la actividad de la administración y el daño causado debido a que operaron las causales 

eximentes de responsabilidad de culpa exclusiva de la víctima y hecho de un tercero. Insistió en que su conducta no puede tipificarse como dolosa o gravemente culposa, y en que las acciones desarrolladas por él no fueron la causa determinante de los hechos. 

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA
1. Competencia

La Corporación es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por las partes, en un proceso con vocación de segunda instancia ante el Consejo de Estado, en los términos del Decreto 597 de 1988, dado que la cuantía de la demanda, $33’347.500, determinada por el valor de la mayor de las pretensiones correspondiente a la indemnización por perjuicios morales a favor de la señora Maura Ballén Romero, supera la exigida para el efecto por aquella norma 
.

2. Objeto de la decisión 

Advierte la Sala que en atención a que el recurso por virtud del cual se conoce de este asunto en segundo instancia fue propuesto por la parte actora contra la sentencia que le fue totalmente adversa, pero solo se insiste en la responsabilidad de dos de los demandados, el departamento del Caquetá y el Instituto de Salud Departamental del Caquetá
 el análisis se circunscribirá a la acusación formulada en la demanda en contra de tales entes, y comprenderá el de la responsabilidad del señor Miguel Delio Espinoza Sánchez llamado en garantía en calidad de director del Instituto Departamental de Salud de Caquetá, en el evento de que la responsabilidad demandada prospere en contra de esa entidad. 
3. Sobre las pruebas que habrán de valorarse en el proceso

Valga señalar, previamente, que en relación con todos los hechos que son objeto de esta controversia, se valorarán: (i) las pruebas documentales aportadas por las partes en la demanda y su contestación; (ii) los testimonios recibidos y la inspección judicial practicada por el a quo; (iii) los oficios remitidos por distintas autoridades, en respuesta al a quo, (iv) las copías del proceso penal que adelantó la coordinación de Fiscalías Regionales, por los hechos ocurridos en el  municipio de el Paujil – Caquetá el día 20 de junio de 1996.

En relación con esta última prueba, precisa la Sala que los testimonios recepcionados en dicho proceso podrán ser valorados en contra del Departamento de Caquetá dado que dicha entidad señaló en su escrito de contestación de la demanda que se atiene a dicha prueba según su alcance desde el punto de vista legal, (artículo 229 del Código de Procedimiento Civil); de igual forma, las pruebas documentales podrán ser tenidas en cuenta, toda vez que estuvieron en el expediente a disposición de la parte demandada, quien tuvo la oportunidad de controvertirla
, sin que le hiciera reproche alguno.
 

4. Sobre la prueba de los daños aducidos en la demanda

Está demostrado en el proceso que el señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro falleció el 20 de junio de 1996, en el municipio de Paujil - Caquetá, según se acreditó con el certificado de defunción en el cual figura que la causa de la muerte fue un shock neurogénico causados por heridas con de armas de fuego (fl. 91 c. 6). 
4.1. Igualmente, está acreditado que la muerte del señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro causó daños a los demandantes, quienes demostraron el vínculo que los unía con el occiso, así: 

(i) Maximina Chavarro, demostró ser la madre de la víctima  (registro civil de nacimiento de éste fl. 21 C. 1).

(ii) Claudia Milena, Hernán y Carlos Julio Guzmán Ballén, acreditaron ser hijos del occiso con su registro civil de nacimiento (fls. 10-12 c. 1).

(iii) Álvaro, Jaime, Primitiva, Hernando, Cecilia, Mercedes, Gilberto y Edelmira Guzmán Chavarro acreditaron ser hermanos del occiso con sus registros civiles de nacimiento en los que consta que son hijos de los mismos padres (fls. 13 – 20 c.1

El parentesco en el primero y segundo grados de consanguinidad entre el fallecido y los demandantes en aplicación a las reglas de la experiencia, permite inferir el dolor moral que estos sufrieron con la muerte de aquél. 
4.2. Precisa la Sala que la señora Maura Ballén Romero, quien se presentó al proceso en calidad de compañera permanente de Luis Eduardo Guzmán Chavarro, pretendió acreditar tal condición con las copias auténticas de 3 declaraciones extra proceso, las cuales no pueden ser valoradas en tanto no se observaron los requisitos que para su validez exige el artículo 298 del Código de Procedimiento Civil, ni se surtió frente a ellas el principio de contradicción
; no obstante lo anterior, considera la Sala que mediante las copias auténticas de los registros civiles de nacimiento de Claudia Milena, Hernán y Carlos Julio Guzmán Vallén (fls. 10-12 c. 1), en los cuales aparece junto con Luis Eduardo Guzmán Chavarro como padres de aquellos, se puede inferir que la señora Ballén Romero mantenía lasos de afecto y cercanía con la víctima y en consecuencia, será tenida como damnificada por el daño por el cual demanda
.
5. El hecho causante del daño 
5.1. Está demostrado que el señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro resultó muerto el 20 de junio de 1996 en el municipio de Paujil - Caquetá cuando en desarrollo de su función como conductor del Instituto de Salud Departamental, transportaba al gobernador del departamento Jesús Ángel González Arias. En efecto aparece acreditado:

- Que el señor Luis Eduardo Guzmán para la fecha de su muerte era funcionario público de carrera administrativa del Instituto de Salud Departamental en el cargo de conductor bajo el código n.° 605040, así consta en la resolución 2483 del 3 de mayo de 1991 expedida por el Departamento Administrativo del Servició Civil (fl. 79 c.6) y en la certificación laboral expedida por el Jefe de personal de dicho Instituto  (fl. 84 c.6).

- Que el gobernador del departamento de Caquetá solicitó al director del Instituto Departamental de Salud, como lo hacía de forma reiterada, que le prestara un vehículo y como conductor al señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro para transportarse los días 19 y 20 de junio, petición a la que dicho Director accedió sin ninguna recomendación. Al respecto obran las siguientes declaraciones rendidas  ante el  a quo:   

La señora Nubia Yineth Zabala Carabalí en su calidad de secretaria privada del director del Instituto de Salud Departamental de Salud, quien señaló:

“…Recibí personalmente y telefónicamente del señor Gobernador una solicitud de que le fuera prestado un vehículo del instituto y que el conductor fuera el señor Luis Eduardo Guzmán, eso fue el día anterior a la muerte de él… Preguntando: como quiera que usted afirma haber recibido telefónicamente y directamente la solicitud para que se le prestara un vehículo del instituto y del respectivo conductor cuyo nombre usted indicó anteriormente, precísele al despacho las características del mencionado automotor, y el objeto o misión que iría a cumplir el gobernador y mencionado conductor. Contestó: inicialmente se le envío al señor Gobernador la camioneta Hilux doble cabina, placa OZ366, color rojo, no conocía el objeto de la misión que se iba a realizar. Preguntando: dígale al despacho si era de común ocurrencia que el señor Gobernador solicitara al instituto el préstamo de un vehículo de la entidad y del citado conductor. Contestó: sí en varía ocasiones, anteriormente en varias ocasiones solicitaba el vehículo o vehículos, nunca decía el conductor, decía necesito un vehículo con conductor pero nunca decía el conductor que quería que le enviaran…Preguntando: infórmele al despacho si las características del vehículo que le prestó el director del Instituto al extinto Gobernador, tenía las mismas características de la que fue encontrada en el lugar de su muerte. Contestó: (sic) No eran doctor porque yo me voy al día anterior de la muerte, inicialmente ese día anterior recibí una llamada, por ahí 8 de la mañana, donde el señor gobernador me solicitaba un vehículo con un conductor y especificó o lo dijo con nombre propio que conductor necesitaba él, yo le dije que tenía que comunicarse con el doctor y le comuniqué con él que en ese momento estaba ahí. A las 11 de la mañana el volvió a llamar y me volvió a decir o me dijo que necesitaba que le cambiaran el carro pero que le dejaran el mismo conductor y también le comunique con el señor Miguel Delio, por eso no corresponde al que prestaron inicialmente…Preguntando: quien comunicó al señor Guzmán que debía ponerse a disposición del Gobernador. Contestó: directamente el doctor Miguel Delio…. Preguntando: Dígale al despacho las circunstancias bajo las cuales tuvo conocimiento de la muerte del señor Gobernador y de su conductor el señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro. Contestó: ya a la atardecer pues los comentarios de la Gente y horas más tarde lo que confirmó la emisora” (fls. 8-9 c.7).            

Así mismo obra la declaración del señor Jaime Pérez Camacho quien para la fecha los hechos era el Jefe de la División Administrativa del Instituto Departamental de Salud, quien señaló:

“Preguntando: precise la despacho por que razón fue devuelta al instituto la camioneta Toyota Hilux de lacas OZD366. Contestó: tuve conocimiento en forma posterior a los hechos de que por orden del señor Gobernador se había solicitado el cambio del Vehículo antes mencionado por el campero blanco asignado a la dirección del Instituto. Preguntando: Precísele igualmente al despacho, la razón por la cual supo posteriormente del cambio del citado vehículo y no al momento en que se produjo el cambio por el Toyota del Director del Instituto. Contestó: Tuve conocimiento en forma posterior al conocer que fue precisamente conduciendo el vehículo Toyota Land Cruiser que fue asesinado o muerto el conductor Eduardo Guzmán y no precisamente cuando se produjo el cambio puesto que el Director no informó al respecto y simplemente continuó con el vehículo camioneta Hilux al producirse el respectivo… Preguntando: igualmente diga a quien esta asignado el vehículo Land Cruiser OZD369. Contestó: este vehículo está asignado al doctor Miguel Delio Espinoza como director del Instituto… Preguntando: igualmente indíquele al despacho si el vehículo asignado al señor director del instituto en épocas anteriores a la fecha de la muerte del extinto Gobernador fue puesto a disposición para realizar actividades a su cargo. Contestó: sí sobre el vehículo Land Cruiser tengo conocimiento que fue varias veces puesto pero no se exactamente cuantas veces… Preguntando: tuvo conocimiento que en fechas anteriores al 20 de junio de 1996 el extinto Gobernador del Departamento, doctor Jesús Ángel González hubiera solicitado uno de los vehículos antes descritos para ser utilizado a lugares fuera de la ciudad de Florencia, especialmente para los lados del municipio de Paujil y Vereda Bolivia de esa misma zona. Contestó: en este momento no tengo conocimiento. Preguntando: y para otros lugares distintos al anteriormente reseñado, tuvo conocimiento de que se hubieran usado esos vehículos por parte del señor Gobernador. Contestó: si tengo conocimiento de que cumplían funciones del Gobierno Departamental se ha prestado los vehículo o se han facilitado los vehículos públicos de esta institución para esas actividades. Preguntando: además de facilitar los vehículos igualmente se comisionaba al conductor de dicho automotor. Contestó: si correcto, cuando la solicitud o el requerimiento se hacía indicando el lugar se ordenaba o se ordena una orden de comisión indicando el sitio el lugar donde se deba prestar la comisión y la fecha del mismo. Esto para cuando se requiera salir fuera de la ciudad de Florencia y de sitios que hagan parte de la jurisdicción de Florencia. Preguntando: en las ocasiones en que el instituto departamental de Salud ponía a disposición del señor Gobernador un vehículo con el respectivo conductor del mismo organismo, puede decirnos en cuantas oportunidades se designó al señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro como conductor al igual que el vehículo OZD369, esto para cumplir comisiones fuera de la ciudad de Florencia. Contestó: Bueno el número de veces no las puedo precisar, pero si era frecuente que el señor Luis Eduardo Guzmán prestara el servicio al igual que otro conductor de nombre Luis Felipe Yagué, conductores a los cuales considero, el señor Gobernador guardaba cierta confianza con ellos” (fls. 14-15 c.7).            

- También está acreditado que el gobernador Jesús Ángel González Arias, el día 20 de junio de 1996 salió con el conductor del Instituto Departamental de Salud en la camioneta blanca a encontrarse con la guerrilla para atender un llamado que le habían hecho; al respecto obra en el proceso:

La declaración rendida por la señora Raquel García Méndez esposa del gobernador asesinado, ante el Departamento Administrativo de Seguridad, la cual fue remitida por la Fiscalía Regional de Caquetá como una de las declaraciones adelantadas en la investigación realizada dentro del proceso penal por la muerte del mandatario en la que se señaló
: 

“El día 20 de julio/96 me extrañe que Jesús Ángel se levantara tan temprano, eran como las 4 de la mañana aproximadamente, entonces me dio una corazonada y me vino a la mente, será que Jesús se va a encontrar con la guerrilla, entonces yo le pregunté Jesús para donde va tan temprano es que se va  encontrar con la guerrilla o que es lo que pasa y el me contestó sí, tranquila no se preocupe, entonces yo le dije Jesús Ángel como se va a ir por allá es muy peligroso, y el me dijo no yo voy con Ricardo, y se bajo a vestirse en la biblioteca donde el acostumbraba hacerlo; y entonces me dijo que le prestara los dos millones (2.000.000) de pesos que tenía en la casa los cuales procedí a dárselo, y un millón (1.000.000) de pesos que le había entregado Javier la noche anterior estos habían sido enviados por la tesorera del departamento, también creo que el señor Alfredo le había prestado como dos millones de pesos cuando escuche que llegó el carro el cual iba a recoger a Jesús Ángel yo me asome por la ventana y me pude dar cuenta que el vehículo en el cual se iba a desplazar Jesús Ángel era el carro asignado a salud pública, una Toyota color blanco, preocupada con esta situación le insistí de que no cumpliera con esa cita, le dije Jesús Ángel no se vaya para allá, y el me contestó, no usted cree que si me fueran a matar o a detener me hubieran llamado, ellos necesitan hablar conmigo, para eso ya me hubieran matado o secuestrado, le dije Jesús Ángel que es lo que esta pasando, porque me dice que se va a ir con Ricardo y viene otro carro a recogerlo y no me veo a Ricardo, entonces el me contestó, no es que con el nos encontramos mas adelante…cuando Luci me recogió me dijo Raquel este señor Ricardo no se fue con Jesús Ángel, que porque lo había visto en el despacho, y yo mas sin embargo pensando que no le iba a suceder nada grave seguí haciendo mis cosas de rutina, por ejemplo lo de los cumpleaños, me fui para Buinaima y estando allá llegó el doctor Pablo Adriano Muñoz y Miguel Delio Espinosa y me preguntaron que a donde estaba Jesús Ángel y yo le dije que se había ido a ver un ganado, porque el antes de salir a vestirse me dijo que cuando vengan los guardaespaldas y el conductor, dígale que yo me fui a ver un ganado, de Buinaima me fui para la casa, y al medio día llegó Ricardo y yo le dije Ricardo que es lo que ha pasado Jesús Ángel me dijo que se iba con ud y que pasó, y entonces me dijo, ahí no es que Jesús Ángel la embarró el porque se iría el peligraba por allá, y me dijo y o lo busque anoche para que no se fuera a ir y mírelo se fue , yo nunca me imagine que el se fuera a ir por allá, en eso entró Pablo Adrián y Miguel Delio, el cuando los vio trato de esconderse y como yo no tenía nada que ocultar, y yo les dije siga y el me dijo ahí no doña Raquel hagamos de cuenta que estamos hablando de otra cosa, se hizo el loco y me envolato salió y se fue, y en eso llegaron ellos y me preguntaron doña Raquel donde esta Jesús Ángel que es lo que pasa y yo les dije no nada es que anda viendo un ganado” (fls. 130-132 c.8).       

En otra declaración rendida ante la Fiscalía Regional, la señora Raquel García Méndez amplió la información en relación con los motivos que impulsaron al señor Gobernador a salir de la ciudad de Florencia, al respecto señaló:

“El mismo día vino Ricardo Leiva a la casa eso fue mas o menos al medio día, yo estaba sentada en el escritorio en el estudio de la casa, cuando tocaron, y al abrirle le pregunte, que si luego el no andaba con Jesús Ángel, entonces el se sentó al lado mío, y me contestó, no Raquel, ese guevón (sic) la embarró con irse por allá, porque se puso de arrebatado al irse por allá, si el esta corriendo peligro, entonces yo ahí le pregunté Ricardo que fue lo que usted le entregó a Jesús Ángel el lunes festivo en una bolsa plástica, entonces el me dijo una carta que le mandaron, yo la hice buscar allá en la alcoba y entre un libro que él estaba leyendo la había metido, entonces yo la leí y hay fue cuando me dí cuenta, que le decían que fuera a la vereda el porvenir a rescatar al doctor Rodrigo Turbay, que llevara Diez Millones de pesos, que fuera sólo que no le fuera a avisar ni a la familia y la firmaba un Cesar frente 14 FARC, si entonces yo le dije a Ricardo que quien había entregado esa carta entonces Ricardo me comentó que Jesús Ángel sabe porque yo estuve con el tipo allá en el despacho hablando con él” (fl. 135 c.8). 

Por otro lado obran las declaraciones del señor Leonidas Rico Martínez gobernador encargado del Caquetá quien para la fecha de los hechos era el Secretario privado del Gobernador, y quien señaló que éste nunca decía cuando iba a salir, que sólo le comentaba cuando eran viajes oficiales a Bogotá, y que el día de la muerte no se presentó a trabajar, ni llamó, y que no se tuvo ningún conocimiento hasta las horas de la tarde cuando se oyó el comentario de que lo habían asesinado pero no sabía con cual conductor  (fls. 4-6 c.2). 

Así mismo obran las providencias de 8 y 23 de noviembre de 1997 expedidas por la Fiscalía Regional de Caquetá mediante las cuales se definió la situación jurídica y se profirió resolución de acusación respectivamente, contra el  señor José Ricardo Leiva Quito por la muerte de los señores Jesús Ángel González y Luis Eduardo Guzmán, las cuales en el aspecto fáctico objeto de la investigación señalaron que se encontraba probado en el expediente penal lo siguiente:

“Obra en el expediente que el día vente (20) de junio de 1996 en el municipio de Paujil, Vereda Bolivia fueron asesinados el señor Jesús Ángel González Arias, quien se desempeñaba como Gobernador de dicho departamento, y su conductor Eduardo Guzmán después de haber salido en el alborear, con rumbo incierto, en el vehículo color blanco, marca Toyota Land Cruiser, con placas (sic) OSD-369 de propiedad el instituto Departamental de Salud del Caquetá”.    

- De Igual forma obra el informe patronal de accidente de trabajo del señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro de 27 de junio de 1996, dirigido al Instituto de los Seguros Sociales por el Director del Instituto Departamental de Salud de Caquetá, en el que se señala que la causa de la muerte fue un “Homicidio”, que ocurrió en “la vereda Santa Elena Inspección de Bolivia”, y que la actividad que estaba realizando el occiso era “conduciendo un vehículo de propiedad del Instituto Departamental de Salud del Caquetá. En Comisión de Servicio”.

5.2. Por otra parte, se encuentra acreditado que el señor Jesús Ángel González por su condición de gobernador de Caquetá era objetivo militar de la subversión que operaba en dicho departamento, y que a pesar de la situación de peligro notorio por la que atravesaba, optó por reunirse con la guerrilla eludiendo su protección personal el día de su muerte, con lo cual expuso de forma anormal al señor Luis Eduardo Guzmán Chavrro, quien también resultó muerto en esos hechos cuando se desempeñaba como conductor  del gobernador en cumplimiento de la orden que le había dado su jefe inmediato, el director del Instituto Departamental de Salud; así consta en las siguientes pruebas:

- El oficio de 5 de junio de 1996 dirigido por el Departamento Administrativo de Seguridad D.A.S., al gobernador del Caquetá en el que le hacía algunas recomendaciones para tratar su seguridad debido a los niveles de peligros a los que estaba expuesto por su condición de dignatario; en dicho documento se señaló:

“Consiente de que los factores de peligro entorno a un dignatario existen en cualquier momento dado, y convencido de que la situación actual de Caquetá, luego de las medidas ordenadas por el Gobierno Nacional y Departamental, no han sido bien recibidas por las organizaciones y elementos al margen de la ley, nos vemos precisados a hacerle algunas recomendaciones, que deberá tratar con su equipo de seguridad, son ellas:

- Evite la rutina

- Permita que su equipo de seguridad ejerza control y vigilancia permanente del acceso a áreas especificas, ejemplo su despacho y lugar de residencia.

- Posibilite una inspección previa de las rutas a seguir durante el día, para que se establezcan los puntos críticos y las rutas alternas, ante una eventualidad.

- Designe un automotor fijo a su equipo de seguridad, para que este haga las veces de vehículo seguidor, en el que se transporte exclusivamente sus escoltas.

- No deje que el vehículo en el que usted se moviliza, sea utilizado por otras personas y para otros quehaceres, dado que resulta difícil neutralizar cualquier irregularidad al interior del mismo (posibilidad dejación carga explosiva, daño en los frenos o la dirección, etc.).

- Concerte con su equipo de seguridad un plan de contingencia, para enfrentar cualquier situación de emergencia” (fls. 15-16 c.5).   

- El informe del Departamento Administrativo de Seguridad D.A.S. de 22 de mayo de 1997 como respuesta a solicitud del a quo sobre las amenazas en contra del Gobernador del Caquetá Jesús Ángel González, en el que se señala:
“Anexamos fotocopia de un panfleto editado supuestamente por el autodenominado estado mayor del bloque sur de las FARC, en que previas denuncias y recriminaciones, la agrupación delictiva rechaza tácitamente la que considera una actitud indebida del entonces gobernador Jesús Ángel González Arias. No se conocía informe concreto sobre amenazas pero resultaba obvio que por su investidura y demás aspectos afines, la primera autoridad del departamento, se constituía en objetivo potencial de individuos y agrupaciones al margen de la ley. Por ello, el DAS Seccional Caquetá, reiteradamente le advirtió de palabra y por escrito dicha situación, tal como se puede corroborar al leer el oficio 0838 del 05 de junio de 1996 e igualmente al observar la síntesis informativa presentada por el DAS al Consejo Seccional Técnico de inteligencia, efectuado el 18 de junio de 1996” (fls.6-8 c.5).   

-  La declaración ya referida por la Sala de la señora Raquel García Méndez,  en la que por su condición de esposa del Gobernador del departamento de Caquetá, afirma, que éste antes de salir a su encuentro con la guerrilla le pidió que ocultara a sus escoltas y al conductor donde estaría; al respecto se resalta:

“cuando Luci me recogió me dijo Raquel este señor Ricardo no se fue con Jesús Ángel, que porque lo había visto en el despacho, y yo mas sin embargo pensé que no le iba a suceder nada grave y seguí haciendo mis cosas de rutina, por ejemplo lo de los cumpleaños, me fui para Buinaima y estando allá llegó el doctor Pablo Adriano Muñoz y Miguel Delio Espinosa y me preguntaron que a donde estaba Jesús Ángel y yo le dije que se había ido a ver un ganado, porque el antes de salir a vestirse me dijo que cuando vengan los guardaespaldas y el conductor, dígale que yo me fui a ver un ganado”.

Por otra parte, es claro para la Sala que era de notorio conocimiento los niveles de inseguridad por los que atravesaba el departamento del Caquetá. Al respecto cabe resaltar que el Gobierno Nacional  a través del Ministerio de Defensa expidió el Decreto 871 del 13 de mayo 1996
 en el que declaró como zona especial de orden público los departamentos del Caquetá, Guaviare, Vaupés, Meta y Vichada debido a que en estos lugares las organizaciones criminales y terroristas habían concentrado sus aparatos de fuerza con el objetivo de desestabilizar la seguridad y convivencia ciudadana. En ese orden de ideas la declaratoria de zona especial de orden público tenía como finalidad duplicar medidas especificas para conjurar las causas de perturbación del orden público e impedir la extensión de sus efectos; situación que no tuvo en cuenta la primera autoridad del departamento del Caquetá, omitiendo así el Estado la protección debida a dicho funcionario que permitiera evitar o enfrentar efectivamente el ataque ocurrido.

5.3. Se encuentra igualmente acreditado, que contrario a lo señalado por el  a quo en el presente asunto, el señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro sí estuvo en comisión 

de servicios, consistente en ponerse a disposición del gobernador, aún cuando no se determinara el lugar o el tiempo hasta cuando se debía cumplir dicha orden. En efecto obra:

- El informe Patronal de Accidente de Trabajo ya referido, suscrito por el señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro de 27 de junio de 1996, dirigido al Instituto de los Seguros Sociales por el Director del Instituto Departamental de Salud de Caquetá, en el que se señala que la actividad que desarrollaba el occiso al momento de su muerte, era “conduciendo un vehículo de propiedad del Instituto Departamental de Salud del Caquetá. En Comisión de Servicio”.

- En el mismo sentido obra la declaración del señor Celso Bello Calderón quien para la fecha de los hechos era el portero del Instituto Departamental de Salud, quien afirmó:

“Preguntando: Sírvase manifestar al Despacho si el día 19 de junio de 1996 usted recibió o entregó el vehículo marca Toyota color blanco y en caso afirmativo a que persona. Contestó: no, no recibí ese carro ni lo entregue. Preguntando: Teniendo en cuenta su respuesta anterior por que razón afirma usted que seguramente el señor Eduardo Guzmán se encontraba en comisión el día 19 de junio de 1996. Contesto: porque ese día había recibido turno a las 7 de la mañana y estaba anotada la hora de salida de comisión de Luis Eduardo Guzmán en otro carro no en la blanca, sino en la Toyota Hilux” (fls. 12-14 c.7).     

Por otra parte el señor Neftalí Cano Sánchez, también portero del Instituto Departamental de Salud, señaló:

“Preguntando: de acuerdo a los sucesos del 20 de junio de 1996 en los que resultó muerto el extinto gobernador Jesús Ángel González y el señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro, este último empleado del instituto departamental de Salud, fueron abaleados junto con el vehículo OZD369, que explicación nos da de la razón por la cual ese vehículo siendo del Instituto transportaba al señor Gobernador fuera de la ciudad de Florencia. Contestó: ahí hubo un cambio de vehículo porque primero la que salió fue la camioneta roja del parqueadero a la Gobernación y después cambiaron yo no sé porque cambiarían.” (fls. 33-34 c.7). 

6. La responsabilidad del Estado por los daños causados por actos terroristas. 

El artículo 90 de la Constitución prevé que el Estado es responsable de los daños antijurídicos causados por la acción u omisión de las autoridades públicas cuando dichos daños les sean imputables. Conforme a esta norma, la responsabilidad patrimonial del Estado no puede derivarse frente a todos los daños antijurídicos que sufran las personas, ni siquiera frente a todos los daños antijurídicos causados por la acción u omisión de sus servidores, porque en todo caso se requiere que tales daños le sean atribuibles
.

Los criterios de atribución han sido elaborados por la jurisprudencia de la Corporación, bajo dos regímenes básicos: de responsabilidad subjetiva por falla del servicio y de responsabilidad objetiva por daño especial o riesgo excepcional. En todos estos regímenes o criterios de imputación se requiere que la actividad desplegada por el Estado sea finalmente la causa del daño bien de manera exclusiva o concurrente con la de la víctima o la de un tercero. Tales criterios están vinculados, por supuesto, con el desarrollo mismo del Estado y, por lo tanto, podrían ser diferentes. Sin embargo, en todo caso para poder atribuir al Estado un daño se requiere, conforme al artículo 90 de la Constitución, demostrar que el mismo fue obra del Estado, por haber sido éste su autor, bien por haberlo causado directamente, o por haberlo propiciado. 
Los daños antijurídicos causados por terceros ajenos al Estado, en tanto constitutivos de causa extraña, no le son imputables a éste, salvo cuando el hecho del tercero ha sido facilitado por el mismo Estado, por ejemplo, por haber omitido su deber de protección de los asociados o cuando tales daños constituyen la concreción del riesgo creado de manera consciente y lícita por el Estado, como ocurre con los daños producidos con ocasión de una actuación policiva dirigida a detener a un delincuente que huye armado, o los daños causados a los vecinos de las bases militares o policiales, cuando éstas son atacadas por grupos al margen de la ley, porque si bien dichas bases tienen como finalidad la de defender a sus pobladores, representan un riesgo grave y excepcional para quienes habitan en sus inmediaciones. 

Por lo tanto, los daños sufridos por las víctimas de actos terroristas cometidos por terceros son imputables al Estado cuando en la producción del hecho intervino la Administración, a través de una acción u omisión constitutivas de falla del servicio, como en los eventos en los cuales el hecho se produce con la complicidad de miembros activos del Estado, o la persona contra quien iba dirigido el acto había solicitado protección a las autoridades y éstas no se la brindaron, o porque en razón de las especiales circunstancias que se vivían en el momento, el hecho era previsible y no se realizó ninguna actuación dirigida a evitar o enfrentar eficientemente el ataque
.
También ha determinado la Sala la imputabilidad al Estado por los daños sufridos por quienes son sometidos a la exposición a un riesgo de naturaleza excepcional, creado por la Administración en cumplimiento del deber constitucional y legal de proteger a la comunidad en general. Ha dicho la Sala:

“En otros eventos (...) la imputabilidad surge de la creación de un riesgo, que es considerado excepcional, en la medida en que supone la puesta en peligro de un grupo particular de ciudadanos, como consecuencia del desarrollo de una actividad dirigida a proteger a la comunidad en general.  No se trata aquí, entonces, de la existencia de una acción u omisión reprochable de la administración, sino de la producción de un daño que, si bien es causado por un tercero, surge por la realización de un riesgo excepcional, creado conscientemente por ésta, en cumplimiento de sus funciones. Y es la excepcionalidad del riesgo lo que hace evidente la ruptura del equilibrio frente a las cargas públicas y posibilita el surgimiento de la responsabilidad patrimonial del Estado”
.

Para que el hecho violento del tercero pueda ser imputable al Estado, se requiere que éste haya sido dirigido contra un establecimiento militar o policivo, un centro de comunicaciones o un personaje representativo de la cúpula estatal
.
Por lo tanto, se ha considerado que no le son imputables al Estado los daños causados por actos violentos cometidos por terceros cuando éstos son dirigidos indiscriminadamente contra la población, con el fin de sembrar pánico y desconcierto social y no contra un objetivo estatal específico, bien o persona, claramente identificable como objetivo para los grupos al margen de la ley. Ha precisado la Sala:
“Si el atentado es indiscriminado, no es selectivo, y tiene como fin sembrar pánico y desconcierto social como una forma de expresión, por sus propias características cierra las puertas a una posible responsabilidad Estatal ya que es un acto sorpresivo en el tiempo y en el espacio, planeado y ejecutado sigilosamente, y por lo mismo, en principio imposible de detectar por los organismos encargados de la seguridad pública y como ya se ha dicho, los deberes del Estado, que son irrenunciables y obligatorios, no significan que sea por principio omnisciente, omnipresente ni omnipotente, para que responda indefectiblemente y bajo toda circunstancia”
.

En síntesis, los daños que sufran las personas como consecuencia del conflicto armado interno, le son imputables al Estado cuando se demuestra que son consecuencia de una falla del servicio de la Administración o del riesgo creado por ésta con el fin de cumplir su función de garantizar la vida e integridad de las personas y que el ataque estuvo dirigido concretamente contra un establecimiento militar o policivo, un centro de comunicaciones o un personaje representativo del Estado o de sus Fuerzas Armadas
.
7. La imputación del daño al Estado en el caso concreto

Del análisis de las pruebas que obran en el expediente se concluye que los daños sufridos por los demandantes, con ocasión de la muerte del señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro, se produjeron como consecuencia del ataque armado dirigido contra el gobernador del departamento del Caquetá quien era objetivo militar, en momentos en los que dicho mandatario decidió voluntariamente encontrarse con la guerrilla sin la protección del Estado, exponiendo a un riesgo anormal al conductor que decidió que lo acompañara.

En consecuencia, la Sala considera que está acreditada la responsabilidad del Departamento del Caquetá, por cuanto si bien la muerte del señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro ocurrió como consecuencia del ataque perpetrado por un grupo subversivo, a ella también concurrió como causa la omisión del ente departamental demandado, quien a través de su gobernador, funcionario amenazado por grupos al margen de la ley, quien a sabiendas de tal riesgo decidió reunirse con tales grupos y en esa diligencia eludió la protección de sus escoltas, la cual era necesaria por las condiciones especiales de peligro de la zona, además unilateralmente decidió valerse de los servicios de un conductor que no estaba a su servicio y carecía del entrenamiento y de los elementos de defensa necesarios para enfrentar situaciones como aquella en la cual se produjo su muerte, así como la del mandatario departamental. 

No se llega a idéntica conclusión en relación con la responsabilidad que se imputa al Instituto Departamental de Salud debido a que no existe una relación causal entre la muerte del señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro y la actuación de dicho Instituto; toda vez que, del hecho de prestar un vehículo y un conductor al señor Gobernador, no era esperable que este último eludiendo el deber de permanecer con su seguridad dada las circunstancias especiales del Departamento, lo llevara a un encuentro con la guerrilla, exponiéndolo de forma anormal a una ataque subversivo, hecho que finalmente ocurrió y en el que se concreta la falla del servicio en el presente asunto.

Cabe anotar que no le asiste razón al a quo al señalar que el Instituto Departamental de Salud incurrió en una falla del servicio al prestar un vehículo con su conductor, y ponerlo a disposición del Gobernador del Departamento para una actividad que resultó ser ajena al objeto social del Instituto dado que tal hecho no fue la causa adecuada del daño. Establecer que por haberse producido ese hecho como uno más condena que término en la muerte de Luis Eduardo y por ello atribuirle responsabilidad a ese ente, implica aplica aplicar la teoría de la equivalencia de las condiciones abandonada desde antaño por la Sala.

Y no se encuentra que ese hecho por si solo sea constitutivo de falla del servicio debido a que, en primer lugar en los términos del principio de colaboración armónica (art. 113 Constitución Política) que rige el funcionamiento de los órganos del Estado es esperable que las entidades se apoyen mutuamente para el cumplimiento de sus fines, tal como ocurrió en el caso concreto, en el cual según las declaraciones allegadas al proceso, era usual el préstamo del vehículo del Instituto al Gobernador del Departamento para el desarrollo de las funciones a su cargo; por otro lado, es claro para la Sala que el hecho de que el Gobernador optara, sin su seguridad, por darle una destinación y uso diferente al esperable de dicho vehículo, no puede ser atribuible a dicho Instituto debido a que se trató de una decisión autónoma del Gobernador, que el mencionado Instituto no conoció al momento de prestarle el vehículo.   

De lo anterior, infiere la Sala que la falla del servicio en el presente asunto es imputable a la Gobernación del Departamento del Caquetá, en virtud de la conducta desarrollada por quien era su Gobernador.

8. Del llamamiento en garantía
La Procuraduría Judicial 25 de asuntos Administrativos de Florencia, llamó en garantía al señor Miguel Delio Espinoza Sánchez director del Instituto Departamental de Salud de Caquetá con el objeto de que la jurisdicción se pronuncie sobre la posible conducta gravemente culposa en que incurrió dicho servidor público al exponer imprudentemente a su funcionario y ponerlo a realizar una labor que no le correspondía.

En relación con el llamamiento en garantía, la jurisprudencia de esta Sala ha señalado que:

“.. con arreglo al art. 57 del C.P.C. la figura procesal de llamamiento en garantía como su nombre lo indica supone la titularidad en el llamante de un derecho legal o contractual por virtud del cual pueda, quien resulte condenado al pago de suma de dinero, exigir de un tercero, la efectividad de la garantía o el reembolso del pago que tuviere que hacer el demandado, como consecuencia de la sentencia de condena. En otras palabras, el derecho sustancial por virtud del cual se le permite a la parte demandada que se vincule al proceso a un tercero, para que, en caso de sobrevenir sentencia de condena, se haga efectiva la garantía y por lo mismo el tercero asuma sus obligaciones frente al llamante o reembolse el pago a que aquel resultare obligado. Así las cosas, el llamamiento supone la existencia de una relación jurídico sustancial diferente a la que es objeto de las pretensiones contenidas en la demanda aunque entre ambas exista una dependencia necesaria, pues claro resulta que solamente cuando se produzca una sentencia de condena, habrá lugar a estudiar si el llamado debe asumir en virtud de la existencia de la garantía, dichas obligaciones objeto de la condena. Es presupuesto indispensable para poder hacer efectivos los derechos y las obligaciones objeto de la garantía por virtud de la cual se produjo el llamamiento del tercero garante, el que el llamante resulte condenado al pago de la obligación indemnizatoria originada en el daño antijurídico causado.”

En el Sub exámine es claro para la Sala que toda vez que el Instituto Departamental de Salud no resulta condenado en el presente asunto y es entre esa entidad y el llamado que existe la relación de garantía legal que permite el llamamiento, no es procedente entrar a analizar la responsabilidad del señor Miguel Delio Espinoza Sánchez, quien para la fecha de los hechos se desempeñaba como director del Instituto citado como demandado al proceso, en razón de haber prestado al Gobernador, el vehículo del instituto y al conductor que el 20 de junio de 1996 resultó muerto.

Por lo anterior se negará la responsabilidad del llamado en garantía Miguel Delio Espinoza Sánchez.   

9. Del hecho exclusivo de la víctima
En los escritos de respuesta a la demanda, se adujo que el daño se había producido por el hecho exclusivo de la víctima, dado que el señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro, se había expuesto imprudentemente al irse con el Gobernador sin comisión de servicio, ni autorización a un lugar fuera de la ciudad de Florencia. 

La Sala ha señalado en qué circunstancias la conducta de la víctima puede exonerar totalmente de responsabilidad a la entidad demandada y en cuáles, por no ser totalmente ajeno a la administración tal comportamiento, dicha conducta implica una reducción en la valoración del daño y ha precisado que es el hecho de la víctima y no su culpa, el que opera como causal de exoneración de responsabilidad: 
“Ha considerado la Sala que para que la conducta de la víctima pueda exonerar de responsabilidad a la entidad demandada, la misma debe ser causa determinante en la producción del daño y ajena a la Administración.

“En los eventos en los cuales la actuación de la víctima resulta ser la causa única, exclusiva o determinante del daño, carece de relevancia la valoración de su subjetividad. Si la causalidad constituye un aspecto objetivo, material de la responsabilidad, la labor del juez frente a un daño concreto debe limitarse a verificar si dicha conducta fue o no la causa eficiente del daño, sin que para ello importe establecer si al realizarla, su autor omitió el deber objetivo de cuidado que le era exigible, o si su intervención fue involuntaria. Por tal razón, resulta más preciso señalar que la causal de exoneración de responsabilidad del demandado es el hecho de la víctima y no su culpa.  
“Ahora bien, cuando la intervención de la víctima incide en la causación del daño, pero no excluye la intervención causal del demandado, habrá lugar a la reducción de la indemnización establecida en el artículo 2357 del Código Civil, conforme al cual “La apreciación del daño está sujeta a reducción, si el que lo ha sufrido se expuso a él imprudentemente”.  

“Sin embargo, cabe advertir que esa noción culpabilista que se proyecta en dicha norma no puede ser trasladada al campo de la responsabilidad patrimonial del Estado, habida consideración de que el criterio de imputación que rige esa responsabilidad, en los términos del artículo 90 de la Constitución, se construye a partir de la verificación de la antijuridicidad del daño y del vínculo causal entre ese daño y la actuación u omisión de la Administración.

“Luego, si de la atribución de responsabilidad al Estado están ausentes, como requisito para su estructuración, los criterios subjetivos de valoración de la conducta del autor, tales criterios no pueden ser exigidos cuando se pretenda reducir el valor de la indemnización por la intervención causal relevante de la propia víctima. En pocos términos: en el campo de la responsabilidad patrimonial del Estado la valoración objetiva de la intervención causal tanto de la Administración como de la propia víctima resultan suficientes para determinar si la causa del daño lo fue la actuación del ente demandado o de la víctima, con el fin de establecer si hay lugar a condenar a aquélla o a absolverla por haberse producido una causal excluyente de responsabilidad, o si ambas concurrieron en la producción del daño y, entonces, reducir el valor de la indemnización en proporción directa a la mayor o menor contribución de la conducta de la víctima en su producción. 

“Por lo tanto, cuando se pretenda reducir el valor de la indemnización que deba pagar la entidad con fundamento en la intervención de la víctima en la causación del daño, habrá de tenerse en cuenta la relevancia de esa intervención en el resultado y no la intensidad de la culpa en la que aquélla hubiera incurrido. 
“En pocos términos, cuando se produce un daño, debe establecerse si la actividad de la Administración fue causa exclusiva y determinante en su producción, o si esa actividad fue causa eficiente pero concurrió con la actuación de la víctima, o si dicha actividad no fue más que una causa pasiva en la producción de aquél, porque la causa exclusiva y determinante del mismo fue la actuación de la propia víctima.
” 
9.1. Visto el acervo probatorio allegado al proceso, el hecho de la víctima no fue determinante en la producción del daño, toda vez que la conducta desarrollada por el señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro, consistente en transportar al gobernador al municipio de Paujil,  correspondió al cumplimiento de la orden a él impartida por su jefe inmediato, de estar a disposición del señor gobernador; orden frente a la cual era inevitable para dicho conductor cumplir con lo ordenado sin cuestionar o incumplir lo que el mencionado Gobernador dispusiera. Por otra parte, no se encuentra acreditado que la víctima tuviera conocimiento de cual era la finalidad de la salida del municipio de Florencia, ni mucho menos que tuviera conocimiento de que el gobernador iba a reunirse con la subversión y que a pesar de tal conocimiento hubiera aceptado voluntariamente prestar el servicio de conductor al mandatario. 
Por lo tanto es claro, que la víctima debido a las condiciones de comisión de servicio en la que se encontraba debió transportar al Gobernador del departamento del Caquetá, al lugar y bajo las condiciones en que éste así lo dispuso, hecho en el cual resultó muerto por el ataque que le hicieran a éste.

En otras palabras, lo cierto y definitivo es que la exposición imprudente a la que fue sometida la víctima, así como la falta de protección en el desplazamiento por decisión del gobernador, fueron la causa determinante del daño en el presente asunto.

10. La indemnización del perjuicio
10.1. Perjuicios Morales

Se solicitó en la demanda el reconocimiento de una indemnización por perjuicios morales, a favor de los demandantes, por el equivalente en pesos colombianos a 24.500 gramos oro.
Como se señaló antes –en el acápite de la existencia del daño-, los demandantes acreditaron el perjuicio moral que sufrieron con la muerte del señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro, por lo tanto, se condenará a la entidad pública demandada al pago de este rubro compensatorio, pero se advierte que para establecer el valor de la indemnización a reconocer, la Sala tendrá en cuenta los criterios establecidos en la sentencia de 6 de septiembre de 2001, expedientes números 13232 y 15646, en la cual se fijó tal indemnización en cien salarios mínimos legales mensuales vigentes, en los eventos de mayor intensidad –como por ejemplo la muerte de un padre o un hijo-, abandonando así el criterio de aplicación extensiva de las normas que sobre la materia se habían adoptado en el Código Penal, por considerarlo improcedente y para dar cumplimiento a lo previsto en los artículos 16 de la Ley 446 de 1998 y 178 del Código Contencioso Administrativo, que ordenan la reparación integral y equitativa del daño y la tasación de las condenas en moneda legal colombiana, respectivamente.

Por lo tanto, se condenará al pago de indemnización por este concepto, así: (i) Para Maura Vallen Romero y para los hijos Claudia Milena, Hernán y Carlos Mario Guzmán Ballén, la suma de 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes
, para cada uno.

(ii) Para Maximina Chavarro de Guzmán y Álvaro, Jaime, Primitiva, Hernando, Cecilia, Mercedes, Gilberto y Edelmira Guzmán Chavarro la suma de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes, para cada uno.
10.2. Perjuicio Materiales
10.2.1 Daño emergente

La parte actora a quién corresponde la carga de demostrar la configuración de dicho perjuicio, no allegó al proceso las pruebas que permitieran a la Sala concluir que, como consecuencia de la muerte del señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro, le correspondió a sus familiares, con su propio patrimonio, realizar algún tipo de gasto o egreso o que haya causado un deterioro, reducción o merma a su patrimonio, razón por la cual la Sala negará la pretensión formulada, en el sentido de que le sean reconocidos esta clase de perjuicios.
10.2.2. Lucro cesante
e solicitó en la demanda, indemnización por daño material en la modalidad de lucro cesante a favor de las señoras Maura Vallen Romero y  Maximina Chavarro de Guzmán y los hijos menores de la víctima. 
10.2.2.1 Cabe precisar que la Sala no accederá al reconocimiento del Lucro cesante en favor de  las señoras Maura Vallen Romero y  Maximina Chavarro de Guzmán.

10.2.2.1.1. En primer lugar en relación con la señora Maura Vallen Romero, si bien se ha tenido sujeto pasivo del daño moral sufrido con la muerte del señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro, no obra prueba en el proceso que acredite que la víctima al momento de su muerte la sostuviera económicamente; por lo tanto, no es procedente  indemnizarla debido a que no se acreditó este perjuicio.  
10.2.2.1.2. Por otro lado en relación con la señora Maximina Chavarro de Guzmán madre la víctima, no se accederá a tal reconocimiento con fundamento en que se encuentra acreditado que para la fecha de su muerte el señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro era mayor de 25 años, y no se acreditó que sólo éste se ocupara del sostenimiento de su madre, ni que esta careciera de cualquier medio de subsistencia, o no tuvieran otros hijos que le contribuyeran económicamente.

Cabe precisar que la Sala en jurisprudencia reiterada ha sostenido, que en virtud de las reglas de la experiencia, los hijos cumplidos los 25 años de edad se emancipan del hogar  y conforman su propia familia, razón por la cual se considera que es hasta esa época que éstos ayudan a sus padres, a no ser que se acredite alguna situación especial que demuestre que los padres derivaban su sostenimiento, únicamente de la víctima.

En el presente asunto, si bien está acreditado que la víctima desarrollaba una actividad lícita, también está demostrado que a la fecha de su muerte tenía 52 años de edad tal como se infiere de su registro civil de nacimiento y uno hijos a cuya manutención atendía (fl. 21 c.1).

Por otro lado se encuentra acreditado que el señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro no era el único hijo de la señora Maximina Chavarro de Guzmán, toda vez que ésta tenían 8 hijos que para la fecha de la muerte de la víctima, eran mayores de edad, es decir, laboralmente productivos. Por las anteriores razones se negará el reconocimiento de indemnización por lucro cesante reclamada por la madre de la víctima.
10.2.2.1.3. Respecto de la actividad económica del señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro obra la certificación expedida por la Jefe de personal (e) del Instituto Departamental de Salud en la cual se indicó que era funcionario de dicho Instituto con  una asignación básica mensual de $264.425.
Para determinar la renta, se tendrá en cuenta dicho valor, incrementado en el 25% por concepto de prestaciones sociales, lo que arroja la suma de $330.531,25. De esa suma se descuenta el 25% que la Sala infiere que el productor de la renta dedicaba a su propio sostenimiento, dado que su remuneración la compartía con sus 3 hijos, para un total $247.898,5; esa renta, actualizada a la fecha de esta sentencia, conforme a la variación de precios al consumidor certificada por el DANE, equivale a $771.951,20, según el siguiente cálculo: 
Vp = Vh índice final       
              índice inicial




Donde:

Vp: Valor presente de la renta: 

Vh: capital histórico o suma que se actualiza: $247.898,5
Índice final certificado por el DANE a la fecha de esta sentencia: 110.92
Índice inicial: el de la fecha de la muerte: 35.62
Vp = $247.898,5  110.92 (IPC enero/11)       
                            35.62 (IPC jun/96)

Vp. = $771.951,2

Por lo tanto, la renta que se tendrá en cuenta para la liquidación será de $771.951,20 la cual se dividirá por partes iguales para los hijos, lo cual arroja como resultado para realizar la liquidación de cada uno de estos afectados, la suma de $257.317.
-Período a indemnizar: 

Para Hernán Guzmán Vallen: hasta el 20 de enero de 2000, para Carlos Julio Guzmán Vallen hasta 7 de julio de 2002 y para Claudia Milena Guzmán Vallen hasta el 21 de septiembre de 2008, fechas en las cuales cumplieron los 25 años de edad. 
Para Hernán Guzmán Vallen:

Indemnización debida o consolidada.

S= Ra (1 + i)n - 1
                   i

Donde:

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual que equivale a $257.317

i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período indemnizable: desde el día de ocurrencia del hecho (20 de junio de 1996) hasta la fecha en que cumplió los 25 años (20 de enero de 2000).

Donde:

S= $257.317 (1 + 0.004867)41 - 1
                0.004867        

S= $11’645.024,69

Para Carlos Julio Guzmán Vallen    

Indemnización debida o consolidada.

S= Ra (1 + i)n - 1
                   i

Donde:

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual que equivale a 257.317

i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período indemnizable: desde el día de ocurrencia del hecho (20 de junio de 1996) hasta la fecha en que cumplió los 25 años (7 de julio de 2002)
S= $257.317   (1 + 0.004867)72.17 - 1
                  0.004867        

S= $22’185.960,21
Para Claudia Milena Guzmán Vallen 
Indemnización debida o consolidada.

S= Ra (1 + i)n - 1
                   i

Donde:

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual que equivale a 257.317

i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período indemnizable: desde el día de ocurrencia del hecho (20 de junio de 1996) hasta la fecha en que cumplió los 25 años (21 de septiembre de 2008)
S= $257.317   (1 + 0.004867)147.1 - 1
                  0.004867        

S= $55’119.350,34
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
FALLA   
REVÓCASE la sentencia recurrida, esto es, la proferida por el Tribunal Administrativo de Caquetá, el 9 de mayo de 2002, la cual quedará así:

PRIMERO: Declárase patrimonialmente responsable al Departamento del Caquetá, por los perjuicios sufridos por Maura Ballén Romero; Claudia Milena, Hernán y Carlos Mario Guzmán Ballén, Máxima Chavarro de Guzmán; Álvaro, Jaime, Primitiva, Hernando, Cecilia, Mercedes, Gilberto y Edelmira Guzmán Chavarro, con ocasión de la muerte del señor Luis Eduardo Guzmán Chavarro, ocurrida el 20 de junio de 1996 en el municipio del Paujil Departamento de Caquetá.

SEGUNDO: En consecuencia, CONDÉNASE al Departamento de Caquetá a pagar, por concepto de indemnización por los perjuicios sufridos por los demandantes las siguientes sumas: 

(i) Para Maura Ballén Romero por perjuicios morales el equivalente a CIEN (100) SMLMV; (ii) Para Hernán Guzmán Ballén por perjuicio moral el equivalente a CIEN (100) SMLMV y por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante la suma de once millones seiscientos cuarenta y cinco mil veinticuatro pesos con sesenta y nueve centavos (11’645.024,69); (iv) para Carlos Julio Guzmán Ballén por perjuicio moral el equivalente a CIEN (100) SMLMV y por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante la suma de veintidós millones ciento ochenta y cinco mil novecientos sesenta pesos con veintiún centavos (22’185.960,21); (v) para Claudia Milena Guzmán Ballén por perjuicio moral el equivalente a CIEN (100) SMLMV y por perjuicios materiales la suma de cincuenta y cinco millones ciento diecinueve mil trescientos cincuenta pesos con treinta y cuatro centavos (55’119.350,34) y (vi) Para Maximina Chavarro de Guzmán; Álvaro, Jaime, Primitiva, Hernando, Cecilia, Mercedes, Gilberto y Edelmira Guzmán Chavarro por perjuicio moral el equivalente a CINCUENTA (50) SMLMV, para cada uno. 

CUARTO: NIÉGANSE las pretensiones en contra del INSTITUTO DEPARTAMENTAL DE SALUD DEL CAQUETÁ y en contra del llamado en garantía señor Miguel Delio Espinosa Suárez.

QUINTO: NIÉGANSE las demás súplicas de la demanda. 

SEXTO: La Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional dará cumplimiento a lo dispuesto en este fallo, en los términos indicados en los artículos 176 y 177 del C.C.A
SÉPTIMO: Para el cumplimiento de esta sentencia expídanse copias con destino a las partes, con las precisiones del art. 115 del Código de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el art. 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. Las copias destinadas a la parte actora serán entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE
DANILO ROJAS BETANCOURTH
Presidente

STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO        RUTH STELLA CORREA PALACIO                   

� En vigencia de Decreto 597 de 1988, la cuantía para que un proceso iniciado en ejercicio de la acción de reparación  directa en el año de 1997 tuviera vocación de segunda instancia ante esta Corporación era de $ 13’460.000. 





� El Instituto Departamental de Salud del Caquetá es un Órgano del Sistema General de Seguridad Social en Salud bajo la forma de  Establecimiento Público del orden Departamental dotado de personería jurídica, patrimonio propio y autonomía administrativa, creado por el decreto n.° 1623 de 1995.  


� Sobre este aspecto, consultar la sentencia proferida por esta Sala el 14 de octubre de 2011, exp 21724, M.P. Ruth Stella Correa Palacio.


�  Se precisa que sólo se analiza el valor de las anteriores pruebas en relación con la Gobernación del Departamento de Caquetá debido a que será la única entidad que resultará condenada en el presente asunto, tal como se analizará a continuación.


� Acerca del valor probatorio de las declaraciones extra proceso se ha pronunciado la Sala entre otras en las siguientes providencias: Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, sentencias de: junio 17 de 2007, exp. 15183, C.P. María Elena Giraldo Gómez; julio 28 de 2005, exp. 14998, C.P. María Elena Giraldo Gómez; mayo 17 de 2007, exp. 2000-03341-01(AG), C.P. Ruth Stella Correa Palacio y abril 28 de 2010, exp. 17995, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� Así se reconoció en sentencia de 27 de octubre de 2011, exp. 18988, Consejera Ponente Ruth Stella Correa Palacio.


� Esta declaración fue ratificada tácitamente por la Gobernación de Caquetá contra quien se opone. 


� Este se expidió en el marco de la conmoción interior ordenada mediante decreto legislativo 717 de 1996.Contra dicho acto se realizó control inmediato de legalidad por la Sala Consejero plena del Consejo de Estado mediante sentencia proferida por la Sala plena el 17 de septiembre de 1996, radicado n°. CA -001,Ponente: Mario Alario Méndez.


� Se reiteran los planteamientos esgrimidos en las sentencia de la Sección Tercera de octubre 1 de 2008, exp. 16920 y junio 9 de 2010, exp. 18536, ambas con ponencia de quien proyecta este fallo. 


� Con fundamento en ese título de imputación se accedió a las pretensiones de los demandantes en sentencias de la Sección Tercera de 11 de diciembre de 1990, exp. 5417, C.P. Carlos Betancur Jaramillo; 21 de marzo de 1991, exp. 5595, C.P. Julio César Uribe Acosta; 19 de agosto de 1994, exp. 9276 y 8222, C.P. Daniel Suárez Hernández; 2 de febrero de 1995, exp. 9273, C.P. Juan de dios Montes; 16 de febrero de 1995, exp. 9040, C.P. Juan de dios Montes; 30 de marzo de 1995, exp. 9459, C.P. Juan de dios Montes; 27 de julio de 1995, exp. 9266, C.P. Juan de dios Montes; 6 de octubre de 1995, exp. 9587, C.P. Carlos Betancur Jaramillo; 14 de marzo de 1996, exp. 11038, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros; 29 de agosto de 1996, exp. 10949, C.P. Daniel Suárez Hernández y 11 de julio de 1996, exp. 10822, C.P. Daniel Suárez Hernández, entre otras.





� Sentencia del 10 de agosto de 2000, exp. 11518, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros; en el mismo sentido, sentencia del 18 de octubre de 2000, exp. 11834, C.P. Alier Hernández.  


� Sentencia de 23 de septiembre de 1994, exp. 7577, C.P. Julio César Uribe Acosta.


� Sentencia de 27 de enero 2000, exp. 8490, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros. En igual sentido, sentencias de 15 de marzo de 1996, exp. 9034, C.P. Juan de dios Montes; 28 de abril de 1994, exp. 7733, C.P. Julio César Uribe Acosta; 17 de junio de 1993, exp. 7533, C.P. Julio César Uribe Acosta; de 13 de mayo de 1996, exp. 10627, C.P. Daniel Suárez Hernández, 5 de septiembre de 1996, exp. 10461, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros 10 de agosto de 2000, exp. 11585, C.P. Alier Hernández; 21 de febrero de 2002, exp. 13661, C.P. Ricardo Hoyos Duque; 20 de mayo de 2004, exp. 14405, C.P. Ramiro Saavedra Becerra, entre otras.





� Sentencia de 23 de septiembre de 1994, exp. 8577, C.P. Julio César Uribe Acosta.








� Sentencia de 25 de septiembre de 1997 Expediente radicado al No. 11.514. Consejero Ponente Daniel Suárez H.


� Sentencia de 26 de mayo de 2010, exp. 19.043, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.


� En relación con la tasación de los perjuicios morales a favor de los hijos y esposa, vienen a propósito, entre otras, sentencia de 28 de febrero de 2011, exp. n.° 20001-23-31-000-1997- 03454-01 (18.647), con ponencia de quien proyecta esta decisión.











� Sentencia de 31 de agosto de 2011 exp. n°. 17.471 C.P. Ruth Stella Correa Palacio 





